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11) Párrafo 1 del Artículo 20 del Convenio sobre la 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 7 de agosto de 2002. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria, mañana miércoles 7, la hora 16, a fin de informarse 
de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley: 


19) por el que se establece que los beneficiarios de presta- 
ciones en dinero que sirve el Banco de Previsión Social, 
podrán optar por percibir las mismas en locales propios 
de la referida Institución o utilizando los servicios de 
empresas contratadas por dicho organismo. 

Carp. N* 847/02 - Rep. N* 498/02 


27) por el que se incorporan disposiciones al CódigoPenal 
referidas a la incitación al odio, desprecio o violencia 
contra una o más personas. 

Carp. N” 638/01 - Rep. N* 490/02 
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Eliminación de Todas las Formas de Discrimi- 
nación contra la Mujer......ooooocccoononccnnonoconnnocccnnnooos 502 


- Proyecto de ley por el que se aprueba dicha 
enmienda. 


- Por moción del señor Senador Couriel, el Sena- 
do declara la urgencia de este tema y su consi- 
deración inmediata. 


- En consideración. Aprobado. Se comunicará a 
la Cámara de Representantes. 
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== 


Solicitud de venia del Poder Ejecutivo para de- 
signar Presidente de la Corporación Nacional 
para el Desarrollo.............ooooooommmmmmmmmmmms*sss*m***>*?.o 505 


- Por moción del señor Senador Fau, el Senado 
declara la urgencia de este tema y su considera- 
ción inmediata. 


- El Senado, en sesión secreta, no adoptó resolu- 
ción. 


13) Selevanta la sesión........ococooooncconnoccnnnononnnnnonono 505 


- Por moción del señor Senador Couriel, el Sena- 
do decide levantar la sesión. 


3%) por el que se dictan normas para la prevención, 
vigilancia y corrección de las situaciones de conta- 
minación acústica. 

Carp. N* 1254/98 - Rep. N* 492/02 


4”) por el que se aprueba la enmienda al párrafo 1 del 
artículo 20 del “Convenio sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra la Mu- 
jer”. 

Carp. N* 837/02 - Rep. N* 496/02 


5”) por el que se designa con el nombre de “Andresito” 
el Liceo N* 2 del departamento de Tacuarembó, de- 
pendiente del Consejo de Educación Secundaria (Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública). 

Carp. N*504/01 - Rep. N* 481/02 


67) por el que se designa “Doctor Aníbal Acosta Estapé” 
el Liceo de Río Branco, departamento de Cerro Largo, 
dependiente del Consejo de Educación Secundaria 
(Administración Nacional de Educación Pública). 

Carp. N* 813/02 - Rep. N* 487/02 


79) por el que se designa “Doctor Guillermo L. Ruggia” 
el Instituto de Formación Docente de Fray Bentos, 
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departamento de Río Negro, dependiente de la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública. 
Carp. N* 643/01 - Rep. N* 482/02 


8”) por el que se designa “Daniel Ferández Crespo” la 
Escuela N* 83 de la ciudad de San José de Mayo, del 
departamento de San José, dependiente del Consejo 
de Educación Primaria (Administración Nacional de 
Educación Pública). 

Carp. N* 695/01 - Rep. N* 483/02 


9%) por el que se designa “Dardo Salguero Dela Hanty” 
la Escuela N* 51 de la ciudad de San José de Mayo, 
del departamento de San José, dependiente del Con- 
sejo de Educación Primaria (Administración Nacio- 
nal de Educación Pública). 

Carp. N” 748/02 - Rep. N* 484/02 


10) por el que se establece como “Día del Cantor Nacio- 
nal” el 24 de junio de cada año. 
Carp. N* 809/02 - Rep. N* 486/02 


Mario Farachio 
Secretario.” 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abelenda, Araújo, 
Astori, Barrios Tassano, Brause, Cid, Couriel, de 
Boismenu, Fau, Gallinal, Garat, García Costa, Gargano, 
Laguarda, Larrañaga, Michelini, Millor, Mujica, Nin 
Novoa, Núñez, Pereyra, Pou, Riesgo, Rubio, Sanabria, 
Singer, Virgili y Xavier. 


FALTAN: conlicencia, los señores Senadores Fernández 
Huidobro, Heber y Korzeniak; y sin aviso, la señora Sena- 
dora Arismendi. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 14 minutos) 
- Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 7 de agosto de 2002. 
El Poder Ejecutivo remite varios mensajes: 


- solicitando venia para designar en el Directorio de la 
Corporación Nacional para el Desarrollo al señor Cr. 
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Aldo Bonsignore, como Presidente. 
- ALA COMISIÓN DEASUNTOS ADMINISTRATIVOS. 
Por disposición reglamentaria se ha efectuado su repar- 
tido. 


- y comunicando que ha promulgado los siguientes 
proyectos de ley: 


- porelquese derogan los artículos 612 y 613 de la 
Ley N* 17.296, referido a la telefonía celular terres- 
tre, y se mantiene el monopolio de la telefonía fija. 


- yporelquese prorrogan los plazos establecidos 
por los artículos 14 y 16 de la Ley Nro 17.449 de 4 
de enero de 2002, referente al reconocimiento de 
los servicios prestados por trabajadores de la 
actividad privada que fueron detenidos o compe- 
lidos a abandonar el país y para dirigentes sindi- 
cales que hubieren permanecido en la clandesti- 
nidad entre el 9 de febrero de 1973 y el 28 de febrero 
de 1985. 

- TENGASE PRESENTE Y ARCHIVESE.” 


4) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente:) 


“ De conformidad con lo establecido en el artículo 118 
de la Constitución, el señor Senador Manuel Laguarda 
solicita se curse un pedido de informes al Ministerio de 
Economía y Finanzas relacionado con la situación eco- 
nómico-financiera de la Caja de Jubilaciones y Pensio- 
nes Bancarias. 

- OPORTUNAMENTE FUETRAMITADO” 


(Texto del pedido de informes:) 


“Montevideo, 7 de agosto de 2002 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López. 
Presente 


De acuerdo con lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución solicito que a través del Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas se curse a la Caja de Jubilaciones y Pensio- 
nes Bancarias el siguiente pedido de datos e informes: 


1- Situación económico - financiera de la Caja de Jubi- 
laciones y Pensiones Bancarias. 
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2- Qué consecuencias económico - financieras evalúa 
el Consejo Honorario de la misma, especialmente en 
la eventual modificación de la relación activos - 
pasivos a partir de la situación generada por la Ley 
N* 17.523 de 4 de agosto de 2002. 


3- Qué alternativas encara el Consejo Honorario para 
hacer frente a la actual situación y a la que a conse- 
cuencia de la aplicación de la Ley N* 17.523 pudiera 
surgir. 


4- Sise han realizado proyecciones referidas a la capa- 
cidad de prestaciones en un horizonte temporal cer- 
cano. 


Saludo a Ud. atentamente. 


Manuel Laguarda, Senador.” 


5) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 
licencia 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Fernández Huidobro solicita licen- 
cia por el día de la fecha” 


- Léase. 
(Selee:) 
“Montevideo, agosto 7 de 2002. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito a usted tenga a bien gestionar 
licencia por motivos personales para el día 7 de agosto de 
2002. 


Sin otro particular, le saluda atentamente. 


Eleuterio Fernández Huidobro, Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 


- 11 en 11. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Corresponde convocar al señor Senador Marcos 
Abelenda, quien ya ha prestado el juramento de estilo, por 
lo que, si se encontrare en antesala, se le invita a pasar al 
Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Marcos Abelenda) 


6) PLAN DE REACTIVACION NACIONAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la hora 
previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: creemos que 
además de lo que significa hoy la situación del sector 
financiero, es imprescindible para el país impulsar acciones 
tendientes a la reactivación de la actividad económica en 
general, como forma de lograr que el Producto Bruto Interno 
y las exportaciones crezcan, así como aquellas que tienen 
que ver con la generación de puestos de trabajo que el 
Uruguay reclama imperiosamente. 


Nosotros nos permitimos hoy impulsar una idea vincu- 
lada al sector agrícola que vamos a denominar: “Plan Pro- 
ductivo de Emergencia en el Sector Agrícola” y esto es algo 
que hemos conversado con el señor Presidente de la Repú- 
blica días pasados, y con el señor Ministro de Economía y 
Finanzas en el día de hoy. Se trata de intentar aprovechar la 
mejor competitividad de la agricultura en función de los 
precios internacionales y tomando en cuenta que estamos 
en el momento previo al trabajo de laboreo de la tierra con 
relación a los cultivos de verano, tales como el arroz, el 
girasol, el maíz y la soja, entre otros. Baste señalar que con 
el girasol se pueden hacer negocios a futuro contando con 
precios que, de alguna manera, pueden configurar un estí- 
mulo para el sector agrícola. Estamos hablando de un plan 
de 250.000 hectáreas de tierra trabajadas con un gran efecto 
reactivador y lo estamos propulsando a través de la posibi- 
lidad de impulsar un subsidio o un adelanto de 25 litros de 
gasoil por hectárea, con un combustible sin la tributación 
correspondiente, lo que representaría un costo para el 
Estado de algo más de U$S 1:700.000 Como decíamos al 
principio, esto puede tener un extraordinario efecto en el 
sector agrícola, porque es evidente que en el 2001 las 
exportaciones de dicho sector alcanzaron los USS 46:000.000. 
Entonces, esto se lograría con un plan de esta naturaleza, 
con un empujón que le demos al sector agropecuario, que 
tiene la tecnología, los conocimientos y las tierras para 
levar adelante un plan de esta naturaleza, con un costo muy 
bajo pero con un efecto multiplicador en cuanto a generar 
puestos de trabajo y un dinamismo en todo lo que tiene que 
ver con las tierras destinadas a plantar arroz, girasol, maíz 
y soja, y con un efecto realmente potencial enorme en 
muchos departamentos del país. 


Creo que, además, frente a esta situación coyuntural, 
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donde las demandas del sector financiero han sido de 
decenas de millones de dólares, un adelanto -si no se le 
quiere llamar subsidio, por lo menos podría ser un adelanto 
arazón de 25 litros de gasoil por hectárea- de esta naturaleza 
significaría un efecto realmente extraordinario para el sec- 
tor agrícola, para el interior del país y para nuestras expor- 
taciones vinculadas al sector. 


Incluso hablamos con el señor Presidente de la Repúbli- 
ca acerca de la posibilidad de integrar en este plan lo 
relativo a fertilizantes y glifosfatos para toda el área plan- 
tada, lo que significaría un extraordinario efecto de 
dinamización en una economía que, muchas veces, lleva a 
reactivar todos nuestros pueblos, crear trabajo -también me 
refiero a las cooperativas- y generar riquezas. Hasta se 
podría implementar, através de la participación de técnicos 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y de 
ANCAP, todo lo que tiene que ver con la distribución de los 
combustibles a través de DUCSA en todo el país. Esta idea, 
junto con la posibilidad de exonerar de IVA en la energía 
eléctrica a los productores que utilizan riego y a los lecheros 
por un año, estaría marcando un apoyo concreto al sector 
primario, productivo, para generar divisas, trabajo y recur- 
sos para la actividad económica del Uruguay. 


Al hablar también con el señor Ministro de Economía y 
Finanzas, le trasladamos la posibilidad de concretar medi- 
das reactivadoras para el turismo, poniendo en práctica la 
exoneración del 100% de los impuestos para todos los 
turistas extranjeros en la próxima temporada, entre el 1? de 
noviembre y el 30 de abril. Esto se podría realizar de una 
forma simple, contra la presentación del pasaporte o de la 
cédula de identidad del turista. De ese modo, el comercio, 
hotel o restorán pondrían los datos del turista en la factura 
y no se le cobraría el IVA. Así se lograría una mayor 
competitividad de nuestros servicios turísticos y de nues- 
tra infraestructura en la región, buscando también una 
reactivación imprescindible en esta área, que desde 1985 a 
la fecha tiene una capacidad instalada que ha demandado 
una inversión de algo más de U$S 15.000:000.000 en todo el 
territorio de la República. 


Estas ideas, algunas por su sencillez y por su puesta en 
práctica inmediata, pueden tener un efecto que conlleve a 
algo que el país hoy está necesitando y reclamando, como 
una señal de esperanza, de reactivación, de parte de la 
sociedad y del Gobierno, para poder impulsar la concreción 
de puestos de trabajo dentro de la definición de una política 
activa de empleos. Por supuesto que esto no es excluyente 
de otras ideas o iniciativas que puedan apuntar en el mismo 
sentido para ayudar al país en su conjunto, en un momento 
muy dramático y difícil, donde es fundamental recrear seña- 
les de esperanza. 


Este es nuestro aporte y solicitamos que la versión 
taquigráfica de estas palabras sea enviada al señor Presi- 
dente de la República, a los Ministros de Economía y 
Finanzas, y de Turismo, al Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca, a ANCAP, a UTE, a las Cooperativas Agrarias 
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Federadas, cuya lista vamos a acompañar para remitir a las 
distintas cooperativas allí nucleadas, ala Federación Rural 
del Uruguay, a la Asociación Rural del Uruguay y a la 
Cámara de Turismo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


-18en 19. Afirmativa. 


7) CONSECUENCIAS ECONOMICAS, LABORALES Y 
SOCIALES DEBIDO A LA CRISIS DEL SECTOR 
FINANCIERO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Laguarda. 


SEÑOR LAGUARDA -- Señor Presidente: quisiera expre- 
sar ante este Cuerpo mi inquietud por las consecuencias 
económicas, laborales y sociales que se desprenden de la 
crisis del sistema financiero, a saber: las consecuencias 
directas en el empleo bancario, con la posibilidad de pérdida 
de puestos de trabajo para una cantidad estimada entre 600 
y 2.500 personas; las consecuencias por la pérdida de 
empleos en las empresas tercerizadas que prestaban servi- 
cios de limpieza, informática y seguridad; las consecuen- 
cias indirectas por la pérdida de empleos en la cadena de 
empresas pequeñas y medianas que eran atendidas por la 
red existente en todo el país de los Bancos que tienen 
cuestionada su actividad futura; el impacto en el consumo 
a consecuencia de la pérdida de empleo de sectores de 
ingresos medios altos, como educación y servicios de sa- 
lud; el impacto en los ingresos de la Caja de Pensiones y 
Jubilaciones Bancarias y los efectos sobre su debilidad, 
que ha motivado un pedido de informes que hoy he cursado 
acerca de las consecuencias económico-financieras por la 
eventual modificación de la relación activo-pasivo que 
pueda regir a futuro y las alternativas para hacer frente aesa 
situación, y el impacto en el interior del país por la pérdida 
de servicios financieros que brindaban las sucursales de 
los Bancos cuya actividad hoy está en cuestionamiento. 


Quisiera compartir esta preocupación en la búsqueda 
urgente de soluciones que dependan de los Poderes del 
Estado y, por ello, solicito que la versión taquigráfica de 
estas palabras sea enviada a la Presidencia de la República, 
a los Ministerios de Economía y Finanzas y de Trabajo y 
Seguridad Social, al Consejo Honorario de la Caja de Jubi- 
laciones y Pensiones Bancarias, al Directorio del Banco 
Central del Uruguay, a las Juntas Departamentales de los 
diecinueve departamentos y al Consejo Central de AEBU. 


Nada más y muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


S) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Astori solicita licencia entre los 
días 13 y 15 del corriente”. 


- Léase. 
(Selee:) 


“Montevideo, 7 de agosto de 2002. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De mi mayor consideración: 


He sido invitado para dictar tres Conferencias sobre 
“PARTIDOS POLÍTICOS, GLOBALIZACIÓN Y REFORMA 
DEL ESTADO” en el Poder Legislativo y el Instituto 
Hacendario del Estado de México. Por tal motivo solicito al 
Cuerpo me conceda licencia entre los días 13 y 15 del 
corriente. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente muy aten- 
tamente. 


Cr. Danilo Astori, Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 


- 16en 17. Afirmativa. 


9) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una nota de 
desistimiento a la convocatoria efectuada. 
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“La señora Senadora Nelly Goitiño comunica que, en 
esta oportunidad, no acepta la convocatoria como su- 
plente del señor Senador Astori”. 


- Queda convocado el señor Senador Segovia, quien ya 
ha prestado el juramento de estilo, por lo que, si se encon- 
trara en antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 


10) PRESTACIONES QUE SIRVE EL BANCO DE PRE- 
VISIÓN SOCIAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al Orden del 
Día con la consideración del asunto que figura en primer 
término: “Proyecto de ley por el que se establece que los 
beneficiarios de prestaciones en dinero que sirve el Banco 
de Previsión Social, podrán optar por percibir las mismas en 
locales propios de la referida Institución o utilizando los 
servicios de empresas contratadas por dicho organismo. 
(Carp. N* 847/02 - Rep. N* 498/02)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 847/02 
Rep. N”*498/02 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo 1”.- Los afiliados jubilados y pensionistas 
beneficiarios de prestaciones en dinero del Banco de Previ- 
sión Social podrán optar por percibir las mismas en los 
locales propios de la referida institución o utilizando los 
servicios de empresas contratadas por dicho organismo. 


Artículo 2”.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente 
ley. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 16 de julio de 2002. 


Guillermo Alvarez 
Presidente 
Horacio D. Catalurda 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
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(Se lee) 
- En discusión general. 
SEÑOR GALLINAL..- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: llega ala consi- 
deración de este Cuerpo un proyecto de ley aprobado por 
la Cámara de Representantes, en virtud del cual se establece 
la posibilidad de que los afiliados -tal como reza el texto del 
proyecto-, jubilados y pensionistas beneficiarios de pres- 
taciones en dinero del Banco de Previsión Social, puedan 
optar por percibir las mismas en los locales propios de la 
referida Institución o utilizando los servicios de empresas 
contratadas por dicho Organismo. 


Cabe señalar que esta iniciativa tiene su origen en otra 
anterior, de características similares, presentada oportuna- 
mente por los Diputados del Partido Nacional. Concreta- 
mente, el propósito de este proyecto de ley es poner fin a 
una controversia que, básicamente con carácter público, se 
ha planteado a nivel de buena parte de la ciudadanía en los 
últimos meses. La misma está referida a la posibilidad de 
que, sobre todo en el departamento de Montevideo -que es 
donde ha habido mayores dificultades-, quienes cobran sus 
jubilaciones o pensiones en el Banco de Previsión Social, 
puedan recurrir a la red de organismos de pagos con los que 
esta Institución ha venido tercerizando esta actividad en el 
transcurso de los pasados meses, o bien acceder directa- 
mente al local central o al resto de los locales de dicho 
Banco, de modo de hacer efectivo el cobro de sus haberes. 


Aquí hay un tema que es en realidad el fondo de este 
asunto; la libertad de opción de los jubilados y pensionis- 
tas de todo el país, de poder elegir por ellos mismos y sin 
que se les imponga desde las instituciones de pago -en este 
caso, el BPS- el lugar de cobro de sus haberes. Pienso que 
la filosofía que inspira este proyecto y el motivo fundamen- 
tal que nos lleva a su aprobación es el de poder consagrar 
a través de la ley -al parecer, se hace necesario que así sea, 
ya que por medio de las disposiciones de carácter adminis- 
trativo no se ha podido lograr esto, más allá del esfuerzo que 
muchos Directores han realizado- la libertad de acción de 
jubilados y pensionistas en lo que refiere a la elección del 
lugar de cobro de los haberes que les corresponden. Y digo 
que se hace necesario consagrarla a través de la ley porque 
existen decisiones implementadas por el Directorio del BPS 
precisamente en el sentido contrario al que acabamos de 
referir. Á su vez, nos consta -porque así nos lo han trans- 
mitido por lo menos los Directores Herrera y Delgado Sicco, 
quienes han planteado este tema en el seno del BPS y están 
buscando obtener una decisión de dicho Directorio en el 
sentido al que apunta este proyecto de ley- que existe la 
intención, todavía no consagrada en una decisión, de defi- 
nir una opción de las mismas características que la que 
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estamos defendiendo al presentar este proyecto de ley. 


Tanto en la discusión que sobre este texto tuvo lugar en 
la Cámara de Representantes, como en alguna otra origina- 
da a través de la prensa escrita, se ha señalado que el 
proyecto de ley no estaría ajustado a nuestro sistema legal 
o que iría en contra de disposiciones expresas de la Cons- 
titución de la República, en tanto se establece que el Banco 
de Previsión Social es un Ente Autónomo, por lo que no 
podríamos, através de la ley, fijar disposiciones de carácter 
administrativo, que son propias o corresponde que sean 
definidas por quienes tienen la responsabilidad de condu- 
cir los destinos del Banco de Previsión Social, eneste caso, 
o de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, 
con carácter general. 


En relación con este aspecto, debo decir ante todo que 
no sería esta la primera vez que el Parlamento consagra una 
norma jurídica que establece decisiones que son propias de 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. Más 
aún: en el transcurso de la presente Legislatura, nosotros 
mismos, con el voto de la mayoría de esta Cámara -otorgado 
entonces por representantes del Partido Nacional y del 
Partido Colorado-, consagramos una disposición concreta, 
a través de la ley, propia de un Ente Autónomo o Servicio 
Descentralizado. Me refiero al caso de la primera Ley de 
Urgente Consideración, en uno de cuyos Capítulos estable- 
cimos el valor de una tarifa pública. Evidentemente, esta es 
una decisión propia de un organismo del Estado que funcio- 
na jurídicamente como Servicio Descentralizado, como es la 
Administración Nacional de Telecomunicaciones. Sin em- 
bargo, esta Cámara y este Parlamento entendieron pertinen- 
te, en ocasión de considerarse la norma a que hice referen- 
cia, consagrar por ley el valor de la tarifa pública de acceso 
a las llamadas de larga distancia nacional o 
interdepartamentales para aquellas que se realizaran desde 
las zonas francas del interior del país. A través de esto se 
intentaba darles el mismo tratamiento tarifario que enton- 
ces tenían las zonas francas más cercanas a la capital, a la 
ciudad de Montevideo. Esto es algo que se consagró a 
través de aquella norma legal. No fue observado por el 
Poder Ejecutivo ni ha sido objeto de impugnación o recurso 
de ninguna especie. 


Pero más allá de este dato concreto, que abrió un camino 
con respecto al asunto sobre el que ahora vamos a discutir, 
lo cierto es que si el Poder Legislativo, a través de la 
Constitución de la República, tiene las atribuciones sufi- 
cientes para dar a un Ente Autónomo potestades y compe- 
tencias a través de la ley, y de hecho lo hace cuando dicta 
la Carta Orgánica de éstos -conviene tener presente que las 
Cartas Orgánicas de dichos Entes son leyes, aprobadas 
desde luego por el Poder Legislativo-, y también puede 
quitárselas, puede al mismo tiempo establecer 
condicionantes de carácter general como las que figuran en 
este punto que hoy estamos considerando. 


A través de esta norma se busca proteger el derecho de 
libertad de opción de quienes son jubilados y pensionistas 
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del Banco de Previsión Social. Además, agrego algo que me 
parece fundamental en el momento de analizar este proyec- 
to. Contrariamente a lo que sucedió con la primera ley de 
urgente consideración en la que directamente el Poder 
Legislativo, através de una ley, estableció el valor de una 
tarifa de un servicio prestado por la Administración Nacio- 
nal de Telecomunicaciones, en este caso, con la redacción 
que se le ha dado al proyecto de ley que estamos estudiando 
no se establece específicamente una obligación al Banco de 
Previsión Social, solamente se establece el principio gene- 
ral de que los afiliados, jubilados y pensionistas beneficia- 
rios del Banco de Previsión Social, podrán optar por cobrar 
sus prestaciones en la Institución o en la red que fue 
contratada con el propósito que acabamos de referir. O sea 
que a este proyecto no le caben objeciones respecto a su 
eventual inconstitucionalidad. 


De hecho, hay otros elementos que avalan el impulso de 
una norma de estas características. No en vano el Directorio 
del Partido Nacional trató reiteradamente este proyecto y en 
acuerdo con sus Legisladores buscó una solución al tema. 
Es así que llamó a su seno a quienes lo representan en el 
Banco de Previsión Social para que buscaran evitar un 
problema de estas características. No porque sí, señor 
Presidente, la totalidad de la Bancada de Diputados del Foro 
Batllista, en agosto de 2000, presentó a consideración de la 
Cámara de Representantes un proyecto de minuta de comu- 
nicación que establecía: “En vista de la resolución del 
Banco de Previsión Social referida a tercerizar el pago de 
jubilaciones y pensiones, dejando de abonar las mismas en 
sus locales propios, la Cámara de Representantes resuelve 
cursar la siguiente minuta de comunicación al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y por su intermedio al Directorio 
del Banco de Previsión Social. Exhórtase al Banco de 
Previsión Social a establecer un régimen de elección de 
lugares de cobro de jubilaciones y pensiones que incluya 
los locales propios que la institución venía utilizando hasta 
el presente”. Ese proyecto de minuta de comunicación se 
transformó en tal cuando, en una de sus sesiones ordina- 
rias, la Cámara de Representantes la aprobó y la envió al 
Banco de Previsión Social a través del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social. De esta forma, se le exhortaba a proce- 
der en el mismo sentido que se establece en el proyecto de 
ley. 


En el tiempo que ha transcurrido desde esta minuta de 
comunicación hasta hoy, en más de una oportunidad tanto 
el Directorio del Banco de Previsión Social como el propio 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social comparecieron ante 
las distintas Comisiones del Parlamento, oportunidades en 
que fueron interiorizados de la intención de la mayoría de 
sus representantes de que se tomara una resolución de las 
características de la que hoy estamos estudiando. 


Las gremiales de jubilados y pensionistas de todo el 
país han promovido distintas acciones con el mismo propó- 
sito. En ese sentido, se ha entregado un importante número 
de firmas, que recogen la voluntad de buena parte de los 
pasivos de todo el país, a quienes tienen alguna autoridad 
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para decidir en estos temas. Muchos de nosotros hemos 
recibido en el transcurso de las últimas semanas a distintas 
delegaciones preocupadas por una resolución de este tema 
en el sentido que hoy proponemos. Incluso han llegado 
hasta nosotros representantes de los distintos comercios 
aledaños a la zona donde tiene su enclave la casa central del 
Banco de Previsión Social, quienes nos pusieron de mani- 
fiesto los perjuicios que la zona ha sufrido y puede sufrir en 
el transcurso de los próximos tiempos como consecuencia 
del proceso de descentralización que se viene realizando. 
Más allá de que se pueda compartir o no esta argumenta- 
ción, lo cierto es que no pocos problemas tiene el país como 
para que le agreguemos uno más de estas características. 
Todos sabemos cuál es la forma de ser o el perfil de nuestros 
jubilados y pensionistas y lo que significa toda posible 
alteración de viejas tradiciones y costumbres. ¿Quién de 
nosotros puede negar que la jornada de pago significa para 
el jubilado un día muy especial en el mes, para el que se 
prepara en todos los días previos? Los que tenemos un 
contacto más o menos permanente dentro de nuestras fami- 
lias, o afectos con jubilados, sabemos que el día de cobro 
es muy especial. La más de las veces constituye, además, 
una jornada de satisfacción especial, quizás no necesaria- 
mente por los emolumentos que se puedan recibir, sino por 
el significado que tiene. En consecuencia, en estas circuns- 
tancias en particular, alterar una tradición de esas caracte- 
rísticas y una costumbre tan arraigada, sinceramente nos 
resulta -por lo menos a quienes hemos dado nuestro voto 
afirmativo en la Comisión para traer el proyecto de ley a 
consideración de la Cámara de Senadores- absolutamente 
inoportuno. Creo que el Banco de Previsión Social no pudo 
elegir peor momento para realizar una modificación de estas 
características. Es más, aún a sabiendas de las críticas que 
esto iba a significar, se tomó la decisión hace ya algún 
tiempo, para setiembre próximo, es decir, dejando el espacio 
suficiente como para que vinieran las presiones, reclama- 
ciones y pronunciamientos de las características del que 
estamos promoviendo en el día de hoy. 


Por todas estas razones -seguramente existen otras 
que los compañeros de la Comisión podrán aportar-, no 
hemos querido internarnos en un tema que ha sido muy 
discutido y que no ha tenido una verdad revelada en el 
transcurso de los últimos tiempos. Me refiero a si este 
sistema significa o no un ahorro importante para el Banco 
de Previsión Social. Hemos encontrado argumentos en los 
dos sentidos, ya que hay quienes, con mucho fundamento 
y en forma muy documentada, han dicho que no significa un 
ahorro importante, pero también están los que han sosteni- 
do precisamente lo contrario. 


Han sido todas estas consideraciones a las que he hecho 
referencia, inspiradas en esta marcada intención de dejar a 
los jubilados y pensionistas la opción de poder elegir lo que 
dé mejor satisfacción a sus derechos, intereses y expecta- 
tivas, lo que nos ha llevado a promover el presente proyecto 
de ley. 


SEÑOR BRAUSE.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: no vamos a acom- 
pañar con nuestro voto este proyecto de ley por distintas 
razones, todas ellas valederas. Razones jurídicas, adminis- 
trativas, económicas y de seguridad nos han llevado, en 
definitiva, a formarnos un criterio contrario al proyecto de 
ley que hoy está a consideración del Senado de la Repúbli- 
ca. 


Lo que esta iniciativa persigue es ordenar al Banco de 
Previsión Social que otorgue a los beneficiarios de las 
prestaciones de dinero la opción de percibirlas en locales 
propios de la referida Institución o utilizando los servicios 
de empresas contratadas por dicho Organismo. Tal como 
señalamos, la primera consideración por la cual nos opone- 
mos a este proyecto de ley es por razones jurídicas. Clara- 
mente, a nuestro modo de ver, esta disposición, que tiene 
una naturaleza administrativa, sin duda, al procurar impo- 
nerla por ley, está invadiendo funciones administrativas 
que han sido reservadas al Banco de Previsión Social por la 
Constitución de la República y por ley. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Ruben Correa 
Freitas) 


-Que se trata de una norma de naturaleza administrativa 
O que persigue un cometido administrativo, no cabe ningu- 
na duda; así lo ha admitido el señor Senador preopinante. 
Además, en esa materia no pueden caber dos opiniones. 
Entonces, si la norma tiene naturaleza administrativa, la 
pregunta es: ¿tiene el Legislador atribuciones para sancio- 
nar leyes que invaden la esfera propia del Ente Autónomo 
Banco de Previsión Social, o cualquier Ente Autónomo? 
Nosotros entendemos que el principio de especialidad -que 
básicamente comprende la función administrativa- no pue- 
de ser invadido por la ley. ¿Qué dice la Constitución de la 
República? En el caso particular del Banco de Previsión 
Social, el inciso primero del artículo 195 dice lo siguiente: 
“Créase el Banco de Previsión Social, con carácter de Ente 
Autónomo, con el cometido de coordinar los servicios 
estatales de previsión social y organizar la seguridad so- 
cial, ajustándose dentro de las normas que establecerá la 
ley que deberá dictarse en el plazo de un año”. 


Con posterioridad se dictó la Ley N* 15.800, reglamenta- 
ria de este artículo 195 de la Constitución de la República, 
cuyo artículo 4” preceptúa que corresponde al Banco de 
Previsión Social coordinar los servicios estatales de previ- 
sión social y organizar la seguridad social. Por otro lado, el 
artículo 9” dispone que son atribuciones del Directorio del 
Banco de Previsión Social dirigir el servicio a su cargo con 
las más amplias facultades de administración y disposición. 


Entonces, no cabe duda que tanto la Constitución de la 
República como la Ley N” 15.800 reglamentaria del artículo 
195 establecen en forma precisa y conceptual el alcance de 
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las funciones de carácter administrativo que debe cumplir 
el Banco de Previsión Social. Siendo así, la ley no puede 
invadir cometidos que son específicamente atribuidos al 
Ente Autónomo. En esta interpretación de las normas no 
estamos solos; por cierto, contamos con una reconocida 
doctrina, comenzando por la del recordado profesor 
Sayagués Laso, que en forma específica en su conocido 
Tratado de Derecho Administrativo, considera que: “inne- 
cesario es decir que el Parlamento no puede, bajo forma de 
ley, dictar actos administrativos en la materia propia de los 
Entes, usurpando la competencia de las autoridades de 
éstos. Exactamente lo mismo ocurre frente ala Administra- 
ción Central o cualquier otra autoridad administrativa. No 
es un problema del Ente Autónomo frente al Parlamento, 
sino de distinguir lo que es administración y lo que es 
legislación”. Tomo Il, página 179. 


En línea con esta interpretación, que entendemos es la 
correcta, la Asesoría Legal del Banco de Previsión Social, 
a propósito de considerarse este tema y ante la posibilidad 
de que se dictara una ley que contuviera normas referentes 
al sistema de pago de las prestaciones que sirve este 
Organismo, concluyó que la facultad de regular el sistema 
de pago de sus prestaciones es privativa del Banco de 
Previsión Social y que no es procedente que el Poder 
Legislativo dicte una ley sobre esta materia. Una ley refe- 
rente a aspectos de detalle en cuanto a ese régimen de pago 
implicaría la adopción de medidas administrativas por parte 
del Parlamento, invadiendo indebidamente la esfera de com- 
petencias del Banco de Previsión Social. Aquí termino la 
cita de este dictamen de la Asesoría Legal del Banco de 
Previsión Social que fue emitido el 11 de julio de 2002. 


De manera que, sin ánimo de aburrir al Senado con citas 
que son coincidentes de doctrinarios reconocidos, a nues- 
tro modo de ver, teniendo aquí una norma legal que refiere 
a una función administrativa típica del Ente Autónomo 
Banco de Previsión Social, se estarían invadiendo funcio- 
nes que son propias del Administrador y, por consiguiente, 
es una norma inconstitucional. 


Se ha señalado que el Poder Legislativo conoce antece- 
dentes de haber sancionado normas que, según se puede 
interpretar, invaden funciones administrativas. 


Lo que yo digo, señor Presidente, es que la circunstan- 
cia de que se haya cometido lo que a nuestro modo de ver 
es una innecesaria invasión de funciones administrativas 
en el pasado, no justifica ni explica que se vuelva a reiterar, 
por cuanto nosotros entendemos en forma categórica que 
la ley debe empezar por respetar la Constitución de la 
República. En eso no puede haber dos opiniones. Podremos 
discrepar y tener interpretaciones diversas en cuanto a sien 
un caso puntual se están invadiendo esferas administrati- 
vas y que en el pasado eso hubiera podido ocurrir, aun 
cuando es discutible. Lo que no es discutible es que, en 
estas circunstancias, de sancionarse este proyecto de ley, 
no cabe duda de que el Poder Legislativo estaría invadiendo 
esferas reservadas al Ente Autónomo Banco de Previsión 
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Social, por cuanto contiene una función administrativa 
propia del Estado. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR BRAUSE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL ..- En primer lugar, descuento que no 
fue la intención del señor Senador Brause, pero comenzó 
sus palabras respecto a este tema concreto que yo también 
había analizado diciendo que, a su juicio, no caben dos 
opiniones. Entiendo que de esa manera nunca prosperaría 
el diálogo, el intercambio de opiniones ni la confrontación 
de posiciones, sobre todo en un tema de carácter jurídico. 


Fuera de esto, que en definitiva no es más que un tema 
secundario, creo que el señor Senador ha confundido lo que 
es el principio de especialidad de los Entes Autónomos, 
porque éste no refiere a lo que él nos ha señalado. El 
principio de especialidad no quiere decir que solamente el 
Ente Autónomo al que se le comete un determinado servicio 
puede realizarlo, porque si así fuera no podrían existir en el 
país, por ejemplo, otros organismos que pagaran jubilacio- 
nes, y los hay. Lo que significa el principio de especializa- 
ción es que el Ente Autónomo solamente puede hacer 
aquello que se le comete a través de la ley. Es decir que el 
Banco de Previsión Social solamente puede pagar jubilacio- 
nes o implementar todos los servicios que apunten al cum- 
plimiento de ese objetivo. El Banco de Previsión Social no 
puede prestar servicios de telecomunicaciones, ni vender 
combustibles o energía eléctrica. Eso significa el principio 
de especialización, y no que otros organismos públicos o 
privados no puedan prestar un servicio de las mismas 
características del que presta aquel al cual se le cometen, 
salvo que estemos en un régimen de exclusividad o de 
monopolio, en cuyo caso sí estaría vedado a otros agentes 
hacerlo. Y mucho menos puede querer significar que des- 
pués de haberle atribuido determinadas competencias 
-porque esas competencias en la mayoría de los casos son 
otorgadas por ley-, el Parlamento no pueda regularlas nue- 
vamente, aunque -como decíamos en el transcurso de nues- 
tra intervención inicial- no nos encontramos en esa situa- 
ción porque creo que aquí no estamos entrometiéndonos en 
tareas propias del Banco de Previsión Social, sino marcan- 
do un principio general. 


En definitiva, señor Presidente, lo que quería señalar al 
señor Senador Brause es que el principio de especialidad 
no está referido al objetivo que él nos ha señalado, sino a 
este otro que termino de definir. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Brause. 


SEÑOR BRAUSE.- Con la inteligencia que todos le reco- 
nocemos, el señor Senador Gallinal ha procurado o procura 
dar vuelta el argumento que quien habla, desde el punto de 
vista jurídico, estaba tratando de formular. Tenemos bien 
claro, señor Senador, cuál es el principio de especialidad. 
Por cierto, lo que significa es que la persona pública estatal 
está constreñida a funcionar en base a lo que la ley la 
autoriza; no puede hacer otra cosa. En ningún momento 
pretendí en mi exposición decir que el Banco de Previsión 
Social podía vender energía eléctrica o servicios telefóni- 
cos. Eso está bien claro, como también lo está -y a eso 
apuntaba- que en el cumplimiento de sus cometidos que son 
esencialmente de índole administrativa, es absolutamente 
imprescindible que el Legislador no invada mediante la ley 
-a eso me refiero- lo que es función administrativa típica. 


Por un lado, está el principio de especialidad: el Ente o 
persona pública estatal tiene que funcionar en base a lo que 
la ley le autoriza; no puede hacer otra cosa. Pero además, en 
el cumplimiento de esa especialización a través de actos 
administrativos, la ley no puede invadir con actos legisla- 
tivos la función administrativa. Permítame el señor Senador 
decir que en esto no hay dos opiniones y, si las hay, la 
inmensa mayoría de la Doctrina más reconocida se encuen- 
tra en esta línea de pensamiento y de interpretación de la 
Constitución y las leyes. En los hechos podremos discutir 
si en este caso puntual estamos o no dentro de esa línea de 
interpretación; entonces, naturalmente, consideraré la 
opinión del señor Senador. Personalmente, entiendo que 
estamos ante un caso en el que por ley se invade lo que es 
función administrativa típica y, por consiguiente, estamos 
invadiendo una esfera administrativa y realizando actos 
legislativos que, de acuerdo con la Constitución y la ley, no 
corresponden al Parlamento. 


En consecuencia, señor Presidente, hay una razón jurí- 
dica que, a mijuicio, es primordial para votar en contra este 
proyecto de ley. Sintetizando, a través de él se trata de dar 
a los beneficiarios el derecho de optar por percibir sus 
prestaciones en el Banco de Previsión Social o en otras 
empresas, a elección de este Organismo. Quiere decir que 
claramente a través de la ley se está dictando un acto 
administrativo, lo que contraría la Constitución y la ley. 
Esta es la primera razón, señor Presidente. Existen además 
otras -como señalaba al comienzo de mi exposición-, una de 
ellas de carácter administrativo. El sistema de pago descen- 
tralizado ya ha sido iniciado por el Banco de Previsión 
Social en 1995 a través de los bancos. Luego, en forma 
gradual, desde ese entonces el sistema de pagos se ha ido 
descentralizando a fin de ir reduciendo los pagos en los 
locales propios del Banco de Previsión Social. Es así que ya 
en el año 2000 se pudo comprobar que a través de una 
licitación, el pago de prestaciones recayó en un número de 
empresas. Dicho esto, en la actualidad se pagan 205.005 
recibos mediante el sistema de bancos y 304.500 recibos 
mediante el sistema de pagos descentralizados en todo el 
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país. Estamos hablando de más de medio millón de pagos de 
prestaciones que se realizan en forma separada, indepen- 
diente de los locales propios del Banco de Previsión Social. 
Eso ha significado, sin duda, un avance. Por ejemplo, en el 
interior, el Banco de Previsión Social ha venido ahorrando 
en cuanto a costos, puesto que no tiene por qué disponer 
de locales que ya de por sí eran inapropiados. 


Al mismo tiempo, puede utilizar el personal para otros 
fines y no tenerlo exclusivamente dedicado al pago de 
prestaciones durante 2,3,465 días al mes, cuando después 
no tiene nada para hacer. 


Todos sabemos que en el interior del país, los locales de 
que disponía el Banco de Previsión Social no eran apropia- 
dos. Poreso, no cabe duda de que allí se ha mejorado mucho 
el sistema. Digo esto sin considerar otras razones, como por 
ejemplo el hecho de que ya se tenía conocimiento de que el 
Ministerio del Interior había remitido un informe al Banco de 
Previsión Social por el cual le comunicaba la imposibilidad 
de continuar protegiendo los locales de pago los días en 
que se efectuaban las prestaciones. Obviamente, esto no es 
poca cosa, porque todos conocemos la necesidad de la 
presencia de efectivos policiales en esos días, a fin de 
proteger a los pasivos que van a cobrar y deben hacer esas 
largas colas. 


Deseo reiterar, señor Presidente, que la decisión adop- 
tada por el actual Directorio del Banco de Previsión Social 
en el sentido de eliminar los pagos en Casa Central, no se 
ha tomado en forma repentina e inconsulta en estos momen- 
tos, sino que este tipo de medida ya se ha venido adoptando 
desde hace largos años de manera gradual. Los resultados 
de estas decisiones han demostrado que han sido exitosas 
y, sin duda, han permitido al Banco de Previsión Social 
reutilizar sus recursos humanos y materiales, 
readecuándolos de la mejor manera. Á su vez, hasta el 
presente, tanto en el interior del país como en Montevideo, 
este sistema ha significado un beneficio para los pasivos. 


Si bien lo anteriormente expresado está referido al inte- 
rior del país, podemos señalar que ha ocurrido el mismo 
fenómeno con los pagos de prestaciones en Montevideo. 
Estos últimos se han efectuado en forma descentralizada 
desde 1998, cuando se habilitaron 144 locales a esos efec- 
tos. Ya en mayo de 2002 se logró aumentar el número de 
pasivos -que actualmente alcanza el 80%- que en forma 
voluntaria optó por la cobranza en locales descentraliza- 
dos. En consecuencia, el volumen de pagos en la oficina 
central del Banco de Previsión Social ha disminuido cons- 
tantemente desde que se instauró el sistema de pago des- 
centralizado. En agosto de 2001 se pagaron 60.067 recibos, 
mientras que en junio de 2002 fueron 48.467; por lo tanto, en 
el transcurso de once meses el volumen de recibos que se 
pagaba en los locales del Banco de Previsión Social se 
redujo un 20%. 


¿Qué evaluación podemos hacer de esta descentraliza- 
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ción de los pagos en Montevideo? Si en la evaluación 
medimos el logro de los objetivos buscados, debemos 
concluir que se ha mejorado sensiblemente la calidad del 
servicio; en cuanto a los resultados, podemos señalar que 
en Montevideo, de 25 locales de pago, se pasó a 350, con 
lo que se produjo un aumento del 1.300% en cuanto a locales 
disponibles para efectuar pagos. La sola mención de estos 
números está indicando, sin duda, que se benefician los 
intereses de los afiliados en virtud de la comodidad que 
significa contar con un mayor número de locales a estos 
efectos. Además, los afiliados disponen de más días y de 
distintos horarios para cobrar, evitando la angustia que 
provocaban el día y el horario fijos. A esto debemos agregar 
el hecho de que los locales cumplen con las normas de 
seguridad, lo que también resulta beneficioso para los 
pasivos. La disminución que se ha producido en el total de 
pagos que se efectúan en la oficina central desde que se 
amplió la oferta de opciones de lugares de cobro, muestra 
el éxito de la propuesta, puesto que la opción por ella ha sido 
voluntaria. 


En definitiva, estos datos están demostrando que el 
Banco de Previsión Social debe concentrarse en sus activi- 
dades sustantivas; no debemos olvidar que esta institución 
no es de intermediación financiera, sino que constituye una 
organización de seguridad social y debe concentrarse en 
sus fines específicos, para lo que dispone del conocimiento 
y la tecnología adecuados. Además, el hecho de no efectuar 
más los pagos en la oficina central implica que queda 
liberado un espacio físico muy importante, como es el “hall” 
de la planta baja del edificio sede. Una vez transformado y 
adecuado ese espacio, se podrá albergar en él la nueva 
Sucursal Cordón, que brindará servicios de ATYR a esta 
zona, mejorando la atención personalizada a los clientes. 


También existen razones administrativas, además de las 
que he indicado, que avalan la circunstancia de que las 
prestaciones deben hacerse mediante el sistema que el 
Banco de Previsión Social está implementando y del cual se 
ha extraído experiencia en estos años, por lo que nosotros 
no debemos, a través de la ley, modificar lo que es un 
objetivo bien logrado por parte del Banco de Previsión 
Social. 


Sumado a los motivos jurídicos y administrativos, exis- 
ten los económicos. En un momento tan difícil de la vida del 
Uruguay, en el que exigimos a todos los ciudadanos, pero 
en forma particular a la Administración Pública, que sean 
austeros y ahorren, pensamos que los sistemas de descen- 
tralización que ha venido implementando el Banco signifi- 
can, sin duda, una gran economía, lo que redunda en bene- 
ficio de toda la comunidad y, por supuesto, de los pasivos. 


En caso de trasladar a empresas privadas la atención de 
la totalidad de los pagos que antes efectuaba el Banco de 
Previsión Social en locales propios, ello significaría un 
ahorro de $ 10:000.000 anuales, lo que no es menor, teniendo 
en cuenta las especiales circunstancias que vive el país. 
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SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- Formulo moción para que se prorro- 
gue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Se va a votar 
la moción formulada. 


(Se vota:) 
- 23 en 24. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Brause. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR BRAUSE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- En este caso, he pedido una inte- 
rrupción al señor Senador Brause para coincidir con él. El 
Senador ha destacado las bondades que tiene el sistema de 
descentralización para los pasivos, para quienes cobran 
jubilaciones y pensiones. Debo señalar que no solamente 
yo, sino todos los miembros de la Comisión que votamos a 
favor el proyecto de ley -es decir, la señora Senadora 
Arismendi y los señores Senadores Michelini, Garat y Nú- 
ñez-, coincidimos en las bondades que tiene el sistema; 
simplemente, a esas bondades le queremos agregar la posi- 
bilidad de que los pasivos y pensionistas elijan cobrar en 
la propia Institución. Todo lo otro debería mantenerse, o 
sea, que exista la red, que exista la chance de cobrar en el 
propio barrio y que en esos lugares, al igual que en el Banco 
de Previsión Social, se implementen medidas de seguridad 
para que gocen de las garantías correspondientes. 


Estamos, pues, absolutamente de acuerdo con todas y 
cada una de las nuevas bondades que significa el sistema; 
pero atodo ello agregamos, como contribución, la libertad, 
la opción del jubilado o del pensionista de poder cobrar en 
esa red que se ha contratado o, en su defecto, en la sede de 
la institución Banco de Previsión Social. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Brause. 


CAMARA DE SENADORES 


7 de agosto de 2002 


SEÑOR BRAUSE.- Creo que ahí, señor Senador, más allá 
de las consideraciones que hemos venido formulando en 
cuanto a la juridicidad y alos aspectos prácticos y adminis- 
trativos, ingresamos en un tema central, que es de costos. 
Al Banco de Previsión Social, por un número cada vez menor 
de beneficiarios, de afiliados que desean cobrar sus pasivi- 
dades o sus pensiones en el local central, le va a significar 
tomar los recaudos del caso, lo cual supone un costo 
administrativo y económico y una utilización de recursos 
que se podrían destinar, justamente, a aquellas tareas que 
la Institución está en mejores condiciones de prestar. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR BRAUSE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que con el tema costos hay 
que tener un poco de cuidado, porque los argumentos que 
servían ayer hoy ya no sirven, y los de hoy no son los de 
ayer. 


Cuando el Banco de Previsión Social comenzó a idear la 
descentralización -que en parte comparto, porque creo en la 
libertad para que la gente pueda cobrar su jubilación o su 
pensión donde le quede más cómodo- y algunos ciudada- 
nos manifestaron que eso era más costoso, en función de 
que en un principio las empresas no tenían un volumen que 
les resultara redituable, el argumento fue que sí, que podía 
ser un poco más oneroso, pero que se estaba beneficiando 
a quienes debíamos atender; entonces, no había que mirar 
los costos, porque lo que estábamos haciendo era darles 
opción, libertad, y enese caso, el objeto, la misión del Banco 
de Previsión Social de atender a jubilados y pensionistas 
más cómodamente para cobrar sus haberes -en algunos 
casos, ni siquiera moviéndose de sus casas-, era mayor que 
los costos que esto podía deparar. 


Ahora bien, cuando la balanza se inclina hacia el otro 
lado y mucha gente -porque es más cómodo, más beneficio- 
so- opta por cobrar en otros lugares, vía régimen descentra- 
lizado, se dice que los que optaron por continuar cobrando 
en la Institución - y reitero: optaron por continuar cobrando 
allí- no podrán hacerlo porque implica un costo mayor. 
Entonces, los argumentos de libertad y de opción que antes 
eran válidos a pesar de los costos, ahora ya no lo son; el 
tema de una mayor erogación está por encima de la libertad. 


Por lo tanto, o tenían razón en un caso -ayer y no hoy- 
o la tienen ahora, en cuyo caso deberíamos pasar todo al 
Banco de Previsión Social, que seguramente, si hacemos los 
números, será más barato. Pero así estaríamos perjudicando 
a miles de jubilados y pensionistas que optaron por la mayor 
comodidad. Repito que en este caso los temas de costos 
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valían ayer y valen hoy, o no valen en ningún caso. Yo 
prefiero dar comodidad a los pensionistas y jubilados; que 
tengan libertad y que en este caso no se repare en el tema 
de los costos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Brause. 


SEÑOR BRAUSE.- Digo que los temas de costos valen 
siempre, pero valen mucho más en las circunstancias actua- 
les que vive el país, por razones de todos conocidas, por lo 
que no abundaremos en ellas aquí. 


Pero si agregamos el tema de la comodidad, los hechos 
demuestran que de 25 locales de pago en Montevideo se ha 
pasado a 350, lo que supone un aumento del 1.300% en 
materia de locales disponibles para que los pasivos perci- 
ban sus haberes; no cabe duda de que es mucho más 
cómodo tener más locales. Así, el argumento de la comodi- 
dad sin ninguna duda se atiende, en la medida en que les 
ofrecemos más opciones en materia de locales de pago para 
que puedan hacer efectiva su cobranza. 


Pero además hay otra razón, señor Presidente, que aquí 
no se ha señalado y que es tan importante como las anterio- 
res, que eran las razones jurídicas, administrativas y econó- 
micas: la seguridad. En la medida en que descentralizamos 
más, aumentamos la protección al pasivo; y en la medida en 
que se concentran en el local central del Banco de Previsión 
Social las prestaciones, se aumenta el peligro y, por cierto, 
la inseguridad. Al respecto, me voy a permitir leer el Oficio 
1.454, que con fecha 21 de junio de 2002 el señor Comisario 
de la Seccional 4* de Montevideo elevó al señor Director del 
Banco de Previsión Social, técnico agropecuario Daniel 
Delgado Sicco, que dice textualmente: “Por intermedio del 
presente y de acuerdo con lo solicitado, informo a usted que 
la Casa Central de ese Organismo se encuentra ubicada en 
el límite de Seccional 3* y Seccional 4*, siendo la puerta de 
acceso sobre la calle Fernández Crespo perteneciente al 
Radio 3 de nuestra jurisdicción. En dicho radio, durante el 
año 2000 se produjeron, según consta en nuestros archi- 
vos, 82 arrebatos; durante el año 2001 se produjeron 49 
arrebatos y desde enero del año en curso a la fecha, lleva- 
mos registrados 36 arrebatos. Es de significar que entre las 
víctimas de los mencionados delitos se encuentran perso- 
nas de diversas franjas etarias”. 


Una nota similar fue también elevada por el señor Comi- 
sario de la Seccional 3* con fecha 19 de junio de 2002 y está 
dirigida al Directorio del Banco de Previsión Social; 
conceptualmente, es parecida, paralela, similar a la que 
acabo de leer respecto a la Seccional 4*, pero ahorraré al 
Senado su lectura. 


Quiere decir, en definitiva, señor Presidente, que las 
decisiones de descentralizar los pagos gradualmente adop- 
tadas por el Banco de Previsión Social, también tienen por 
objetivo razones de seguridad. 
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En suma, señor Presidente, queremos significar -y reite- 
ramos lo afirmado al inicio de nuestra exposición- que, por 
las razones jurídicas expuestas, por las razones administra- 
tivas señaladas, por las razones económicas descritas y, 
finalmente, pero no menos importantes, por las razones de 
seguridad indicadas, habremos de votar por la negativa 
este proyecto de ley que persigue como finalidad que los 
beneficiarios de las prestaciones en dinero del Banco de 
Previsión Social puedan optar por percibirlas en locales de 
la Institución o en los de terceros. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR BRAUSE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: no quería 
aludir al señor Senador Brause luego de que culminara su 
tiempo y motivar una nueva interrupción. 


Creo que las razones de legalidad esgrimidas por el señor 
Senador Brause tendrían que valer siempre. Dicho señor 
Senador debe ponerse de acuerdo cuando el Poder Ejecuti- 
vo invoca las razones de especialidad. Por ejemplo, en lo 
que hace a la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal a consideración del Parlamento de la Repúbli- 
ca, el Poder Ejecutivo remitió a esta Casa el horario de las 
oficinas de la Administración Central, de los Entes Autóno- 
mos y Servicios Descentralizados, estableciéndolo de tal a 
cual hora en su artículo 88. 


En definitiva, si esta es una materia de neto corte admi- 
nistrativo -lo expresado por el señor Senador Brause con 
respecto a la libertad de opción que contiene este proyecto 
de ley, y que vale para el Banco de Previsión Social-, debería 
ocurrir lo propio para este artículo 88 de la Rendición de 
Cuentas. Para el mismo, según la interpretación del señor 
Senador Brause, el principio de especialidad no corre y no 
rige. Con mucha franqueza diré que el principio que está por 
encima, incluso, del de especialidad de los Entes en cuanto 
a no interferir en materia de normas que regulan la Adminis- 
tración, es el de la libertad, en este caso de los jubilados y 
pensionistas, de poder ejercer una opción que les consagra 
una ley emanada del Parlamento Nacional si hoy termina su 
proceso de sanción. Pienso que en este caso no estamos 
generando una ruptura del principio de especialidad, sino 
haciendo prevalecer el principio de libertad y de respeto 
consagrado en el artículo 332 de la Constitución de la 
República como derecho individual. Es más; en este caso 
predomina, incluso, sobre la mala aplicación del principio 
de especialidad que argumenta el señor Senador Brause. 


Por otra parte, decimos que no se puede hablar de 
razones de costos por las argumentaciones, que comparti- 
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mos, señaladas por el señor Senador Michelini. Además, 
cabe preguntarse cuál es el costo representativo del ejerci- 
cio de una opción, cuando en definitiva, a partir de la última 
Ley de Estabilidad Económica que terminó siendo sancio- 
nada por el Parlamento Nacional, se impuso a algunos 
sectores de jubilados y pensionistas el IRP con vigencia 
hasta el 31 de diciembre de 2003. Esto significa que también 
las jubilaciones y pensiones han tenido que contribuir con 
las arcas públicas, y mal entonces no estarían en condicio- 
nes de ejercer un derecho que simplemente representa una 
opción. 


Por último, mal podemos estar oponiéndonos a un pro- 
yecto de ley de esta naturaleza por los datos sobre la 
cantidad de asaltos que pueda remitir el señor Comisario de 
la Seccional Policial, que mencionó el señor Senador Brause. 
Que me perdone, pero estamos en el Parlamento Nacional 
confiriendo una opción que corresponde a los jubilados y 
pensionistas, siguiendo el procedimiento indicado por la 
Constitución de la República, que es el de la ley. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Brause. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: en realidad, ya 
había culminado mi exposición, pero con mucho gusto 
concedí una interrupción al señor Senador Larrañaga. En 
función de ello, me veo obligado a contestar, en primer 
lugar, lo que respondí en su momento ante una interrupción 
que concedí al señor Senador Gallinal. Me refiero a que el 
hecho de que en algunas oportunidades el Poder Legislati- 
vo haya invadido funciones administrativas no justifica ni 
explica que lo vuelva a hacer. 


Por otra parte, y en cuanto al ejemplo que cita el señor 
Senador Larrañaga de que el Poder Ejecutivo había incorpo- 
rado en el proyecto de ley de Rendición de Cuentas, a 
estudio en este momento de la Cámara de Representantes, 
normas referentes a la fijación de horarios, quiero señalar 
que dicho Poder, al hacerlo, persiguió dos objetivos. Uno 
de ellos es que, a través de la ley, debe fijar horarios que 
leyes anteriores habían establecido para determinados or- 
ganismos e instituciones en general. De manera tal que si 
existía una ley que así lo establecía, no hay más remedio que 
modificar ese horario y fijarlo por ley. 


El segundo objetivo que se persigue es que la norma sea 
de carácter general, que comprenda a absolutamente todos 
los organismos, personas públicas no estatales y demás 
instituciones públicas. Eso quiere decir que necesariamen- 
te la disposición legal debe hacerlo de manera uniforme para 
todos. 


En éste, como en cualquier otro aspecto en materia 
jurídica, puedo coincidir con el señor Senador Gallinal. Eso 
es Opinable; no cabe duda. Sin embargo, de lo que no 
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podemos Opinar es en cuanto a que es función administra- 
tiva la determinación de los locales de pago de las presta- 
ciones que sirve el Banco de Previsión Social, así como 
tampoco -ya lo señalé en mi anterior exposición- en cuanto 
a que es innecesario que la ley invada funciones adminis- 
trativas por cuanto ese no es su cometido constitucional ni 
legal. 


En cuanto a las demás manifestaciones hechas por el 
señor Senador, debo decir que ya expuse las razones de 
carácter administrativo, económico y de seguridad, que 
para míson válidas, sobre todo estas últimas, no porque las 
constate un señor Comisario de la Seccional 4* de Monte- 
video -que me merece el mayor de los respetos-, sino porque 
estoy pensando en la seguridad de los afiliados. No me hace 
feliz constatar que, en el momento en que se concentran los 
pagos en un determinado local, esos jubilados tienen su 
seguridad comprometida porque se les arrebata por aque- 
llos que no son amigos de la ley. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR NÚÑEZ..- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Señor Presidente: hemos pensado que 
el mayor aporte que podía hacer la Bancada del Encuentro 
Progresista - Frente Amplio era votar rápidamente este 
proyecto de ley como un elemento de justicia para con el 
conjunto de los jubilados del país y para reafirmar la libertad 
de opción que es muy cara para todos nosotros. Nuestro 
deseo es que los jubilados tengan la opción de cobrar en 
aquellos lugares donde realmente les parezca más conve- 
niente. Pero esa voluntad de alguna forma ha cambiado un 
poco, araíz de la polémica que se está desarrollando en esta 
Sala. 


Creemos que este problema se origina el 7 de junio del 
año 2000, cuando se anuncia a todos los jubilados -funda- 
mentalmente, a la mayoría de las regionales del interior- que 
a partir del mes de agosto, compulsivamente, iban a tener 
que cobrar en locales de otras entidades que habían ganado 
una licitación hecha por el Banco de Previsión Social, 
tercerizando los pagos de jubilaciones y pensiones en el 
interior del país. Esa licitación dio como resultado los 
lugares de pago de jubilaciones y pensiones en todo el 
interior del país: la red Abitab, la Administración Nacional 
de Correos, ANDA y la empresa POLACOF, que correspon- 
de a una cadena de supermercados. Eso también sucedió en 
la periferia de Montevideo, donde también había una red de 
locales de pago del Banco de Previsión Social. Si bienen la 
capital quedó habilitado el local central de dicho organismo 
para que pudieran cobrar, de alguna forma se les quitó la 
posibilidad de hacer efectivos sus haberes en los otros 
lugares que existían. 
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En primer lugar, quiero decir -comenzando por el último 
argumento que utilizó el señor Senador preopinante- que me 
gustaría que tal como se trajo a esta Sala la carta del señor 
Comisario de la Seccional 4* de Montevideo, también se 
informara sobre lo que dicen los señores Comisarios acerca 
de los arrebatos que tienen lugar los días de cobro en otros 
lugares, como la red Abitab, la Administración Nacional de 
Correos, ANDA y la empresa POLACOF. Esto tiene que ver 
con si aumentó o disminuyó la seguridad. Decir que porque 
en las inmediaciones de la conocida “Caja de Jubilaciones” 
-es decir, el local central del Banco de Previsión Social- 
existió un conjunto de arrebatos que van a continuar suce- 
diendo y que eso disminuye la seguridad del cobro de los 
jubilados, es una falacia porque no tenemos los datos 
correspondientes y nadie los presentó en Sala. En realidad, 
creemos que es lo contrario: en los lugares descentralizados 
también se producen arrebatos en forma permanente. De 
manera que no se puede decir que la concentración en el 
Banco de Previsión Social es la culpable de la falta de 
seguridad y de los arrebatos. 


En segundo término, a partir del 7 de junio de 2000, 
cuando el Banco toma administrativamente la decisión de 
esta llamada “descentralización” -que, en definitiva, fue la 
eliminación del pago por parte de esta Institución en casi 
todos los lugares, menos en el local central- se provocó una 
verdadera conmoción social. Esto lo demuestran las más de 
60 organizaciones de jubilados de todo el país que han 
pedido una sola cosa que nos parece absolutamente justa: 
la libertad de opción para cobrar como elemento fundamen- 
tal, a fin de que no se obligue, compulsivamente, a concurrir 
a determinados locales sin tener la posibilidad de ir al Banco 
de Previsión Social. Esas más de 60 organizaciones de 
jubilados han enviado sus cartas a este Parlamento expo- 
niendo la necesidad y la justicia que implica volver a un 
régimen de libertad, para que no cobren solamente en deter- 
minadas organizaciones privadas. Este es uno de los ele- 
mentos centrales que queremos destacar. 


En aquel momento en que se discriminó a los jubilados 
del interior con respecto alos de Montevideo -porque aquí, 
por lo menos, quedaba un local donde aún hoy cobran más 
de 50.000 jubilados- hubo una reacción unánime del sistema 
político, tal como ahora se prefiere denominar al conjunto 
de instituciones donde se expresan los partidos. Más de 12 
Juntas Departamentales del interior se expresaron unánime- 
mente y en conjunto para que a los jubilados se les diera la 
libertad de elegir el lugar donde cobrar sus haberes. 


De manera que hay más de 60 organizaciones de jubila- 
dos que están buscando la libertad de opción. Todo esto 
implica preservar un derecho esencial de la democracia. Se 
está en contra de cobrar obligatoriamente en determinados 
lugares, y se desea escoger libremente. 


Creo que esta situación se agravó cuando hace apenas 
unos meses el Banco de Previsión Social decidió que 
compulsivamente estos más de 50.000 jubilados que hoy 
cobran en el local central, iban a pasar al régimen de descen- 
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tralización. En definitiva, esto implica el cobro en entidades 
que no pertenecen al Banco. Sin duda, reitero, esta situa- 
ción se agravó, porque era el último bastión en donde existía 
libertad de opción. Esos más de 50.000 jubilados habían 
resistido todas las presiones de las empresas privadas que, 
de alguna forma, les decían que les daban crédito si opera- 
ban con ellas, además de otro tipo de ventajas, para atarlos 
al pago. De manera que estas personas también iban a ser 
compulsivamente derivadas hacia el cobro descentralizado. 
Por suerte, creo que el Directorio tuvo una actitud positiva 
al rever esta medida. 


Quiero agregar que en la primera etapa de este proceso 
se juntaron más de 97.000 firmas y en la segunda se 
superaron las 200.000 en total -desconozco su número 
exacto- con la finalidad de que no se eliminara el pago en el 
local central del Banco de Previsión Social. 


Me parece que esa situación -que por suerte el Directo- 
rio del Banco de Previsión Social revió- de todas maneras 
deja el sabor amargo de que sigue la discriminación hacia 
los jubilados del interior, quienes no tuvieron ni tienen la 
posibilidad de optar. Por eso se hace necesaria la aproba- 
ción de una ley que, a su vez, sea complementaria de la 
revisión que llevó adelante el Directorio acerca de la medida 
que comenzaría a regir el próximo 18 de agosto. 


Por otro lado, señor Presidente, como esta iniciativa ya 
fue aprobada por la Cámara de Representantes, deseo 
señalar que con nuestro compañero de Bancada, el señor 
Representante Blasina, hemos hecho los esfuerzos necesa- 
rios para promover esta ley... 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas) - Se ruega 
silencio a los señores Senadores; hay demasiado murmullo 
en Sala. 


Puede continuar el señor Senador. 


SEÑOR NUÑEZ.- No nos rasgamos las vestiduras para 
que nos reconozcan como impulsores de la iniciativa, que 
nos parece muy justa porque restablece los criterios de 
libertad de opción que son muy caros a cualquier país 
democrático. 


Señor Presidente: aquí se ha hablado de varias cosas. En 
primer lugar, se ha hecho mención al costo que tiene para el 
Banco de Previsión Social pagar directamente a los jubila- 
dos en sus locales y el que significa hacerlo a través de esta 
red de instituciones privadas o bancarias. Me parece que 
este es un nuevo argumento que no es válido; aunque lo 
fuera, quiero decir que dudo que el pago através de esta red 
de instituciones sea menos oneroso que el realizado por el 
propio Banco de Previsión Social. Sobre la mesa tenemos un 
análisis muy serio, realizado por gente que sabe del tema 
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-el Sindicato de los Trabajadores de la Seguridad Social, 
cuyos integrantes son quienes pagan y manejan los costos 
de cada uno de los lados- que demuestra, para contrarrestar 
las cifras o dichos de algún Senador preopinante, que en la 
red de instituciones privadas o descentralizadas el costo 
por recibo es de aproximadamente $ 20, mientras que el de 
las dependencias del Banco de Previsión Social es mucho 
menor, ya que se encuentra en el orden de los $ 6. Por lo 
tanto, señor Presidente, el tema del costo, además de ser un 
argumento nuevo que no se tuvo en cuenta antes ni estuvo 
previsto cuando se tomó la decisión administrativa de 
“descentralizar” -dicho esto entre comillas- es bastante 
discutible en cuanto a su certeza. 


Nos parece que no podemos decir que es más barato 
realizar los pagos a través de la red descentralizada. Natu- 
ralmente, si se toma en cuenta el costo que tiene el Banco 
por los sueldos de todos los funcionarios -que de todas 
formas no van a quedarse sin trabajo- que realizan esa 
actividad, la cifra final va a ser mayor. Insisto, si seincluyen 
otro tipo de gastos que de todas maneras debe hacer el 
Banco de Previsión Social -teniendo el pago directo o no- 
seguramente se inflarán esos costos y aparecerán como 
mayores alos de la red privada. A nuestro juicio, repito, eso 
no es así. Además, si a estas instituciones que ganaron la 
licitación les resulta un buen negocio llevar adelante esta 
tarea, no creo que les deje pérdidas. 


En realidad, me interesa que este proyecto de ley se vote 
en esta sesión. Entonces, como advierto que nos estamos 
quedando sin quórum, voy a terminar mi exposición. Ade- 
más, ya dimos nuestros argumentos y peleamos para que 
esta iniciativa, que es de estricta justicia, figurara en el 
Orden del Día de hoy. Repito, voy a dejar de hacer uso de 
la palabra para poder votar con el quórum que existe. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: Voy a acompa- 
ñar este proyecto de ley por las razones que ha dado el 
Miembro Informante. A través de esta iniciativa se da la 
opción a los jubilados para poder cobrar en los locales del 
Banco de Previsión Social o en aquellos que las empresas 
contratadas por dicho Organismo han dispuesto. 


A continuación, quisiera hacer dos puntualizaciones 
con respecto a algunos argumentos que han dado aquellos 
que no acompañan este proyecto de ley; uno de ellos es de 
conveniencia y el otro está vinculado a la vía administrati- 
va. Con respecto al primero de los citados, creo que la razón 
se cae por su propio peso. Si ponemos más locales, inclui- 
dos los del Banco de Previsión Social, los beneficiarios de 
las pasividades y jubilaciones tendrán más opciones. Asi- 
mismo, cuando se dice que es menos costoso para el Banco, 
pienso que habría que hacer números, pero de todas mane- 
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ras no me parece mal que tenga la potestad de dar rápida 
respuesta si se generara una cierta dificultad en las otras 
instituciones contratadas. Insisto, todos conocemos las 
complicaciones que estamos viviendo actualmente y no 
nos parece inconveniente que mantenga en ejercicio ese 
músculo para pagar todas las jubilaciones y no sólo las que 
está abonando actualmente. 


Con respecto al tema vinculado a la vía administrativa 
-argumento fuerte que manejó el miembro que no acompañó 
este proyecto- debo decir que aquí estamos consagrando el 
derecho a la opción y no imponiendo un mecanismo admi- 
nistrativo al Banco de Previsión Social. Incluso, esto queda 
más claro si razonamos a la inversa. Supongamos que 
pagara todas las jubilaciones en su local central, incluyen- 
do las de Artigas, y algunos miembros de esta Cámara 
plantearan que los beneficiarios tuvieran la libertad de 
cobrar a través de diferentes redes -entre ellas, la bancaria- 
en su departamento, a fin de que no tuvieran que trasladar- 
se. En ese caso, ¿qué argumento se nos daría? El de la 
libertad; no se hablaría de la modificación de una norma 
administrativa del Banco de Previsión Social. Repito, se nos 
abrirían los brazos pidiendo que diéramos la libertad a los 
jubilados y pensionistas para que cobraran donde quisie- 
ran. Ese sería el argumento central. Naturalmente, si las 
jubilaciones y pensiones de los residentes en Artigas se 
estuvieran abonando en Montevideo, sería un despropósi- 
to. 


Ese fue el argumento que se utilizó en aquella oportuni- 
dad por parte del Banco de Previsión Social. Entonces, 
algunos optaron por cobrar en la red privada y otros por 
seguir haciéndolo en el Banco. Debe quedar claro que no se 
trata de que estos últimos no hayan optado; lo hicieron, 
pero años después esa opción no fue respetada. 


Lo que estoy haciendo es consagrar esa libertad a través 
de un proyecto de ley, no sólo para los que optaron por 
percibir sus jubilaciones en una red de cobros y los que 
eligieron quedarse, sino también para defender esa opción. 
Me dieron la opción; opté y ahora deben respetar esa 
decisión. Eso es lo que no está haciendo el Banco de 
Previsión Social. No estoy modificando ninguna normativa 
administrativa, sino reforzando el derecho y la libertad de 
opción que tienen los jubilados y pensionistas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Sino se hace 
uso de la palabra, se vaa votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-17en21.Afirmativa. 
(Aplausos en la Barra) 


- La Mesa recuerda que la Barra no puede hacer manifes- 
taciones. 
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SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra para fundamentar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: he dado mi voto 
afirmativo en la discusión general, y también lo voy a dar en 
la particular, atendiendo a la argumentación que aquí se ha 
hecho, fundamentalmente por parte del Miembro Informan- 
te, señor Senador Gallinal. Al mismo tiempo, deseo tocar 
algunos aspectos que comparto y que fueron mencionados 
en las exposiciones de otros señores Senadores. 


En cuanto al tema del ahorro, los números que me han 
hecho llegar implican que el Banco de Previsión Social 
ahorra fuertes sumas de dinero, pagando al mayor número 
posible de afiliados en su propio local. Sobre las razones de 
seguridad que se han esgrimido, debo decir que son ciertas 
en cuanto a las posibilidades de arrebatos, aunque éstos 
también se pueden producir -y se producen- en zonas 
próximas a los lugares habilitados para el cobro. 


Por otra parte, robos importantes de estos locales han 
sido efectuados. Se podrá decir que el Banco de Previsión 
repone esos fondos, pero también significan un gasto extra 
considerable. 


Digo, además, que en general, estoy bastante predis- 
puesto a no acompañar esto de la tercerización de servicios. 
Este es un Estado que dice que tiene demasiados funciona- 
rios, que desea reducir su número, e incluso les da premios 
para que se retiren y se jubilen. En tal sentido, en el proyecto 
de ley de Rendición de Cuentas viene una disposición por 
la cual se obliga al retiro a aquellos funcionarios que tienen 
cierta edad. Es decir que el Estado, por un lado, sostiene que 
debe disminuir sus gastos, pero al mismo tiempo, al tercerizar, 
los está aumentando. Este es un tema que, incluso hace 
poco tiempo, hemos discutido en esta Casa, ya que aquí no 
se llenan vacantes porque se quiere ahorrar, pero por otro 
lado se paga a empresas que garantizan la seguridad de este 
edificio, que es público, cuando esto debería estar cubierto 
por las fuerzas públicas y con funcionarios pertenecientes 
al Estado. 


Por otro lado, y con relación a una parte del debate, 
alguien puede haber creído que se trataba de defender el 
derecho a pagar exclusivamente en un local o en otro, 
mientras que aquí lo que se establece es simplemente una 
opción. Aquel jubilado que entienda que le es más cómodo 
o más seguro cobrar en los locales que el Banco de Previsión 
Social ha habilitado fuera de su sede, lo hará allí, y el que 
quiera seguir percibiendo su jubilación en la propia sede del 
Banco, en uso de esa libertad que aquí se mencionaba, 
también podrá hacerlo. Se trata, pues, de una opción y, en 
ese sentido, no tenemos ningún reparo en dar nuestro voto 
afirmativo. 
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SEÑOR GARAT.- Pido la palabra para fundamentar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador. 


SEÑOR GARAT.- Coincidente con todo lo que se ha 
dicho a favor de votar este proyecto de ley, quiero dejar dos 
o tres puntualizaciones breves a través de esta 
fundamentación de voto. 


En primer lugar, creo que lo que estamos haciendo en el 
Parlamento en el día de hoy es nada más que respetar un 
derecho -una libertad- de algunas personas frente al Esta- 
do; es decir que éste no los obligue a hacer algo contrario 
a lo que desean. Esta sería la primera reivindicación. 


En segundo término, voy a mencionar algo evidente. 
Reclamo la intervención - y el derecho a intervenir- que tiene 
el Parlamento en estos temas, lo que se ha objetado aquí. El 
Parlamento tiene el derecho a controlar los actos de la 
Administración Pública, y cuando hay un acto erróneo de 
ésta -como lo ha sido la decisión que ha tomado la Dirección 
del Banco de Previsión Social- tiene la obligación de inter- 
venir. 


A mi entender, éste ha sido un acto erróneo de la Admi- 
nistración del Banco de Previsión Social, y lamento que 
hayamos tenido que llegar a esta intervención del Parlamen- 
to, porque se han hecho llegar muchísimos mensajes al 
Directorio de aquella institución para que invirtiera la tesis 
que venía desarrollando. En ese sentido, ha sido contumaz 
el Directorio de ese Banco al no escuchar ni tener en cuenta 
las recomendaciones que se hacían por parte de los parla- 
mentarios a efectos de que reviera su medida. Ante esa 
situación de equivocación permanente en cuanto a la medi- 
da a ejecutar es que el Parlamento ha intervenido y, en ese 
sentido, es que damos nuestro voto favorable a este pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- En discu- 
sión particular. 


SEÑOR MICHELINI.- Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Sino se hace 
uso de la palabra, se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-20en 21. Afirmativa. 
En consideración el artículo 1*. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 

- 16en 20. Afirmativa. 

En consideración el artículo 2*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 16en 20. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(Aplausos en la Barra. Campana de orden) 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


11) PARRAFO 1 DEL ARTICULO 20 DEL CONVENIO 
SOBRE LA ELIMINACION DE TODAS LAS FOR- 
MAS DE DISCRIMINACION CONTRA LA MUJER 


SEÑOR COURIEL .- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Dada la situación de un paro general 
en el día de hoy, y en virtud de que desde diversos sectores 
se nos está solicitando la posibilidad de levantar la sesión, 
formulamos moción en ese sentido. 


Sin perjuicio de ello, antes de proceder de esa manera, 
pediría que se considerara la posibilidad de votar el punto 
que figura en cuarto término del Orden del Día, relativo a un 
proyecto de ley por el que se aprueba la enmienda al párrafo 
1? del artículo 20 del “Convenio sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer”, que 
viene aprobado por unanimidad de la Comisión de Asuntos 
Internacionales. 


En consecuencia, solicito declarar la urgencia de ese 
punto y luego votar el levantamiento de la sesión. 


SEÑOR FAU.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador Fau. 


SEÑOR FAU.- Señor Presidente: por razones que el 
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Senado comprenderá, formulamos moción en el sentido de 
que antes que se levante la sesión, consideremos la venia 
solicitada oportunamente por el Poder Ejecutivo para la 
designación del contador Aldo Bonsignore que presidirá la 
Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Se van a 
votar las mociones formuladas por los señores Senadores 
Couriel y Fau. 


(Se vota:) 
-16en 20. Afirmativa. 


Se pasa a considerar el asunto cuya urgencia fue votada: 
“Proyecto de ley por el que se aprueba la enmienda al 
párrafo 1* del artículo 20 del “Convenio sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer”. 
(Carp. N* 837/02 - Rep. N* 496/02)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*837/02 
Rep. N*496/02 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 


Asunto N* 23 1a./2002 
Montevideo, 2 de julio de 2002. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse ala Asam- 
blea General, de conformidad con lo dispuesto por los 
Artículos 85, numeral 7 y 168, numeral 20 de la Constitución 
de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de ley adjunto, mediante el cual se aprueba la 
enmienda al párrafo 1 del artículo 20 de la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación con- 
tra la Mujer, adoptada por los Estados Partes en la octava 
reunión celebrada el 22 de mayo de 1995, cuyo texto se 
transcribe: 


“El Comité se reunirá normalmente todos los años para 
analizar los informes que se le presenten de conformidad 
con el artículo 18 de la presente Convención. La duración de 
las reuniones del Comité será determinada por una reunión 
de los Estados Partes en la presente Convención, y estará 
sujeta a la aprobación de la Asamblea General”. 


La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer, adoptada por la Asam- 
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blea General de las Naciones Unidas en su XXXIV Período 
de Sesiones, el 18 de diciembre de 1979, fue aprobada por 
Decreto-Ley N* 15.164 promulgado el 4 de agosto de 1981, 
entrando en vigor para la República el 8 de noviembre de 
1981. El Protocolo Facultativo de la Convención, adoptado 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 6 de 
octubre de 1999, fue aprobado por Ley N* 17.338 promulga- 
da el 18 de mayo de 2001 y entró en vigor para la República 
el 26 de octubre de 2001. 


En lo sustantivo, la propuesta de enmienda contribuye 
a mejorar la atención del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer frente al aumento del volu- 
men del trabajo como consecuencia de nuevas ratificacio- 
nes y adhesiones a la Convención, así como también por las 
mayores responsabilidades que le incumben con arreglo al 
Protocolo Facultativo de la Convención. 


Al respecto, la Asamblea General de las Naciones Uni- 
das viene instando a los Estados Partes en la Convención 
para que lo antes posible, adopten las medidas apropiadas 
que permitan obtener la aceptación por la mayoría de dos 
tercios de los Estados Partes, requerida para que la enmien- 
da entre en vigor, razón por la cual el Poder Ejecutivo 
solicita la correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo hace propicia la oportunidad para 
reiterar al señor Presidente de la Asamblea General las 
seguridades de su más alta consideración. 


JORGEBATLLEIBAÑEZ, Presidente de 
la República; Didier Opertti, Antonio 
Mercader, Alvaro Alonso. 


Montevideo, 2 de julio de 2002. 


PROYECTODELEY 


ARTICULO UNICO.- Apruébase la enmienda al párrafo 
1 del artículo 20 del “Convenio sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer”, adop- 
tada por los Estados Partes en la octava reunión celebrada 
el 22 de mayo de 1995. 


Didier Opertti, Antonio Mercader, Alva- 
ro Alonso. 
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NACIONES 
UNIDAS 


Asamblea General 


Distr. 

GENERAL 
A/RES/50/202 

23 de febrero de 1996 


Quincuagésimo período de sesiones 
Tema 165 del programa 


RESOLUCION APROBADA POR LA ASAMBLEA 
GENERAL 


(sobre la base del informe de la Tercera Comisión 
(A/50/816)) 


50/202. Enmienda al párrafo 1 del artículo 20 de la 
Convención sobre la Eliminación de Todas las 


Formas de Discriminación contra la Mujer 
La Asamblea General, 


Recordando su resolución 49/164, de 23 de diciembre de 
1994, relativa ala Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer”, y su deci- 
sión 49/448, de 23 de diciembre de 1994, relativa al examen 
de la solicitud de revisión del párrafo 1 del artículo 20 de la 
Convención, 


Tomando nota de la decisión adoptada por los Estados 
Partes el 22 de mayo de 1995 de enmendar el párrafo 1 del 
artículo 20 de la Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer?, 


Acogiendo con agrado el llamamiento contenido en la 
Plataforma de Acción de la Cuarta Conferencia Mundial 
sobre la Mujer, celebrada en Beijing del 4 al 15 de septiembre 
de 1995, a fin de lograr una amplia ratificación de esa 
enmienda”, 


Reiterando la importancia de la Convención y la contri- 
bución que aporta el Comité para la Eliminación de la Dis- 
criminación contra la Mujer a la labor de las Naciones 
Unidas para eliminar la discriminación contra la mujer, 


1/ Resolución 34/180, anexo. 
2/ CEDAW/SP/1995/2, anexo. 
3/ A/CONF.177/20 y Add.1, cap. I, resolución 1, anexo Il. 
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1. Toma nota con satisfacción de la resolución relativa 
ala enmienda al párrafo 1 del artículo 20 de la Conven- 
ción sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, aprobada el 22 de 
mayo de 1995 por los Estados Partes en la Conven- 
ción; 


2. Insta a los Estados Partes en la Convención a que 
adopten las medidas apropiadas para que pueda 
obtenerse lo antes posible la aceptación por una 
mayoría de dos tercios de los Estados Partes a fin de 
que la enmienda entre en vigor. 


99* sesión plenaria 
22 de diciembre de 1995 


CEDAW/SP/1995/2 
Español 
Página 5 


ANEXO 


PROPUESTA DEREVISION DELPARRAPFO 1 DEL AR- 

TICULO 20 DELA CONVENCION SOBRELA ELIMINA- 

CION DETODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACION 
CONTRA LA MUJER 


Los Estados Partes en la Convención sobre la Elimina- 
ción de Todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer, 


Recordando la resolución 49/164 de la Asamblea Gene- 
ral, de 23 de diciembre de 1994, relativa a la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer, 


Tomando nota de la propuesta de revisión del párrafo 1 
del artículo 20 de la Convención, consistente en sustituir 
las palabras “se reunirá normalmente todos los años por un 
período que no exceda de dos semanas para” por las pala- 
bras “se reunirá todos los años por un período de la dura- 
ción necesaria para”, presentada por los Gobiernos de 
Dinamarca, Finlandia, Islandia, Noruega y Suecia, de con- 
formidad con el artículo 26 de la Convención, 


Tomando nota también de la decisión 49/448 de la Asam- 
blea General, de 23 de diciembre de 1994, en la cual la 
Asamblea, de conformidad con el artículo 26, pedía a los 
Estados Partes que examinaran la solicitud de revisión en la 
presente reunión y que limitaran el alcance de la revisión al 
párrafo 1 del artículo 20 de la Convención, 


Reiterando la importancia de la Convención y de la 
contribución del Comité para la Eliminación de la Discrimi- 
nación contra la Mujer a los esfuerzos de las Naciones 
Unidas para eliminar la discriminación contra la mujer, 
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Tomando nota de que ha aumentado el volumen de 
trabajo del Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer a causa del número cada vez mayor de 
Estados Partes en la Convención y de que el período de 
sesiones anual del Comité es el más corto de todos los 
períodos de sesiones anuales de los órganos creados en 
virtud de tratados de derechos humanos, 


Recordando la recomendación 22 aprobada por el Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer en 
su 14” período de sesiones, relativa a la duración de las 
reuniones del Comité, 


Convencidos de la necesidad de adoptar medidas que 
permitan al Comité, de conformidad con su mandato, exami- 
nar en detalle y a tiempo los informes presentados por los 
Estados Partes y cumplir con las responsabilidades que le 
incumben en virtud de la Convención, 


Convencidos también de que la concesión de suficiente 
tiempo para las reuniones del Comité para la Eliminación de 
la Discriminación contra la Mujer es un factor indispensable 
para asegurar la eficacia permanente del Comité en años 
futuros, 


1. Deciden sustituir el párrafo 1 del artículo 20 de la 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer por el siguiente texto: 


“El Comité se reunirá normalmente todos los años 
para examinar los informes que se le presenten de con- 
formidad con el artículo 18 de la presente Convención. 
La duración de las reuniones del Comité será determina- 
da por una reunión de los Estados Partes en la presente 
Convención, y estará sujeta a la aprobación de la Asam- 
blea General.”; 


2. Recomiendan que la Asamblea General, en su quin- 
cuagésimo período de sesiones, tome nota con aprobación 
de la revisión; 


3. Deciden que la revisión entre en vigor después de 
haber sido examinada por la Asamblea General y aceptada 
por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes que así 
se lo hayan notificado al Secretario General como deposi- 
tario de la Convención. 


Domingo Schipani 
Embajador 
Director de Tratados.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 


- En discusión general. 


7 de agosto de 2002 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- La enmienda que vamos a votar 
simplemente establece que no habrá una duración precisa 
de las reuniones del Comité, sino que serán los Estados 
Partes, los que fijarán la duración de las mismas. Ese es todo 
el contenido de la enmienda y, por lo tanto, la Comisión, por 
unanimidad, recomienda aprobarla. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Sino se hace 
uso de la palabra, se vaa votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Selee:) 


“ARTICULO UNICO.- Apruébase la enmienda al párra- 
fo 1 del artículo 20 del “Convenio sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer”, adop- 
tada por los Estados Partes en la octava reunión celebrada 
el 22 de mayo de 1995”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- En conside- 
ración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


CAMARA DE SENADORES 


C.S-505 


12) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO 
PARA DESIGNAR PRESIDENTE DE LA CORPO- 
RACION NACIONAL PARA EL DESARROLLO 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Correspon- 
de pasar a sesión secreta para considerar la solicitud de 
venia del Poder Ejecutivo para designar a un integrante de 
la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 12 minutos) 
(En sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- Habiendo 
número, se reanuda la sesión. 


(Es la hora 18 y 14 minutos) 


13) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Correa Freitas).- De acuerdo 
a lo votado oportunamente, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 18 y 14 minutos, presidiendo el 
señor Senador Dr. Correa Freitas y estando presentes el 
señor Presidente del Cuerpo, Luis Hierro López, y los 
señores Senadores Abelenda, Astori, Barrios Tassano, 
Brause, Cid, Couriel, de Boismenu, Fau, Gallinal, García 
Costa, Gargano, Laguarda, Larrañaga, Millor, Nin Novoa, 
Núñez, Pereyra, Pou, Riesgo, Rubio, Sanabria, Singer, 
Virgili y Xavier.) 
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